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ESTUDIO 4.
[bookmark: _GoBack]Salir del fondo. Dos medidas para la mejora de las condiciones sociales.

Introducción
Hace algunas semanas, el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) publicó los últimos datos referidos a la situación social nacional, que vuelven a confirmar, una y otra vez, la gravedad de lo que se vive en la Argentina. Más de 2.100.000 desocupados/as (un 10.6% de la población económicamente activa –PEA-), y más de 3.620.000 ocupados demandantes, hablan de que 1 de cada 3 personas tiene problemas de empleo en la Argentina.
Asimismo, no todos los grupos sociales son igual de perjudicados, y ese 10,6 por ciento del nivel general, varía según cuál de ellos analizamos: en jóvenes, mujeres hasta 30 años alcanza el 23,4 por ciento y en hombres, el 18,6 por ciento. Además, en el rango de 30 a 64 años donde menos impacta el desempleo, aparece la novedad de que se achica la brecha entre mujeres y hombres, siendo la desocupación del 7,6 por ciento y del 7,1 por ciento, respectivamente (lo que implica que las desmejoras han golpeado más al grupo de varones).
De todos modos, vale aclarar que los valores extraídos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) refieren a un período que va desde el 31 de marzo al 22 de junio, lo que significa que son previos al shock devaluatorio post-paso que implicó un rápido traspaso a precios y el agravamiento de la situación comentada.
Los datos de pobreza disponibles, aún más viejos ya que corresponden al primer trimestre del año, no pueden más que corroborar el problema. Según datos de INDEC la población por debajo de la línea alcanza al 35,4%, es decir, 16 millones de personas. Además, todo hace suponer que ese valor es bien distante del actual que rondará el 39%, es decir, por encima de las 17.600.000 de personas. Mientras que la indigencia, es decir aquellas personas que no llegan a cubrir la canasta básica alimentaria, ya ha superado el 7,1% (alrededor de 3.000.000 de argentinos/as).
Los datos que describen el carácter calamitoso de la situación social pueden continuar enumerándose. Sin embargo, nadie duda de la necesidad urgente de revertir la tendencia y para eso no puede pensarse exclusivamente en la reactivación de la producción y el empleo, aunque estos elementos deban estar incluidos, desde luego.
En las páginas que siguen se discuten una serie de propuestas que han venido estando en el debate académico desde hace tiempo y que se preguntan básicamente por cómo resolver una situación social estructuralmente condicionada. Asimismo, más allá de los presupuestos filosóficos que puedan abarcar a cada una de las medidas, la nota propone darle un valor, estipular un posible costo fiscal de la toma de cada una de estas dos decisiones de política pública.

II. De la dinámica reciente del mercado de trabajo a las medidas urgentes.
La dinámica del mercado de trabajo viene siendo negativa al menos desde principios de la segunda década de los 2000. El salario real de los trabajadores y trabajadoras asalariadas se hundió durante los años de macrismo, cayó más de 12 puntos porcentuales hasta diciembre del año pasado y se calcula que se encontraría en torno a los 19 puntos hacia fines del corriente[footnoteRef:1]. Sin embargo, si se amplía el período de análisis ya venía cayendo 8 puntos desde 2014 (Barrera Insua & Pérez, 2019). Con el salario mínimo pasa algo similar: si bien se desplomó su poder de consumo en 21 puntos porcentuales durante el macrismo, el pico de mayor poder de compra había sido durante el año 2011. Sólo por citar algunos ejemplos más, el estancamiento del empleo privado es un hecho al menos desde el año 2013, y el fenómeno de empleo no registrado nunca ha descendido por debajo del 30%, a pesar de haber mejorado hasta en 20 puntos porcentuales durante los años de fuerte crecimiento del primer período de Néstor Kirchner. [1:  Fuente: Datos interactivos, Centro de Estudios del Trabajo y el Desarrollo (CETyD), octubre de 2019. ] 

Es decir, si bien hay problemas del mercado laboral que pueden ser contenidos a pesar de las condiciones desfavorables (como por ejemplo las decisiones políticas del kirchnerismo que mantuvieron estables los niveles de desempleo en torno al 7% promedio entre 2012-2015), la situación general requiere pensar en soluciones políticas de carácter estructural.
Desde luego, el empleo es un articulador central del mercado de trabajo y debe ser un objetivo principal de la gestión que conduzca el país a partir del 10 de diciembre. No obstante, la descripción anterior, pretende poner en cuestión el argumento de “vamos a reindustrializar el país, así crear empleo y reducir la pobreza e indigencia”. Desde al menos comienzos de la segunda década de este siglo, hay un nuevo escenario económico global y regional que dificulta que dicha receta funcione al menos en el corto plazo. Pero, además, dichas problemáticas recurrentes cuestionan la posibilidad de que el mercado de trabajo argentino, a través de la dinámica del sector privado con estímulos públicos, logre garantizar buenas condiciones de vida de su población. 
Por último, la situación descripta en la introducción vuelve inviable la espera. Entonces, ante las señales de la insuficiencia de la dinámica empresarial y la urgencia de la situación social reinante, la pregunta es ¿hacia dónde avanzar?
A continuación, presentamos dos medidas posibles junto con la valoración de las mismas.

i) ¿El estado como empleador de última instancia?
Ante el pobre desempeño del empleo privado, ya sea como política intencionada o no, durante la segunda gestión de Cristina el empleo público logró compensar el hecho de que el primero se encontrara prácticamente estancado. El grueso de los nuevos ingresos al mercado laboral tuvo como destino el sector público (casi 600 mil nuevos puestos de trabajo, el doble que los creados en el sector privado).
A partir de la asunción de Cambiemos, el estancamiento económico rápidamente se tradujo en el alza de la desocupación. Una lectura rápida, entonces, diría que el sector publico comenzó a despedir y rápidamente explicó buena parte de dicha alza. Sin embargo, a pesar de lo que es sabido en torno al cese de contratos y despidos de trabajadores de planta (muchos de ellos sin causa), en diciembre de 2018 había 71.000 estatales más que en diciembre de 2015. 
¿Es igual que durante la gestión de Cristina? La diferencia se encuentra en la velocidad de incorporación de nuevos trabajadores, y no en que no se hayan continuado incorporando. Por tanto, si bien a un ritmo menor que durante la gestión anterior, el empleo público ha seguido creciendo y es hoy más grande que con el kirchnerismo[footnoteRef:2].  [2:  En diciembre del 2018, dicho sector era un 3% más grande que en diciembre de 2015. Fuente: ex Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social (MTEySS)] 

Una premisa que ha circulado durante el tiempo de la gestión cambiemos es que al recuperar el gobierno deberían recontratarse aquellos trabajadores y trabajadoras despedidas. En línea con este planteo aparecen las propuestas del Estado como “empleador de última instancia”. La propuesta postkeynesiana propone que el gobierno contrate a un salario preestablecido a toda persona que pueda, quiera y esté en condiciones de trabajar. El programa funcionaría como un “estabilizador automático” estimulando la demanda agregada y asegurando un nivel suficiente para alcanzar el pleno empleo de la fuerza de trabajo (Pérez, Féliz, & Toledo, 2006).
De esta manera, a partir de un ejercicio sencillo se puede determinar que si existen en la actualidad 2.100.000 personas desocupadas, y todas ellas se encontraran en condiciones de ser contratadas a un salario básico de $23.469 -vigente en la mínima categoría del sector a partir del 1/6/2019[footnoteRef:3]-, el costo fiscal total sería de 9.857 millones de dólares anuales, que equivale al 2,27% del PBI. Sin embargo, naturalmente, esto reduciría el número de beneficiarios de planes sociales, fundamentalmente de “Hacemos Futuro” (247.169 a fines de 2018), y beneficiarios del salario social complementario (269.800), lo que redundaría en un ahorro de 879 millones de dólares, y un costo neto de algo más del 2% del producto. [3:  Según acuerdo colectivo de trabajo firmado el 26 de junio de 2019.] 


ii) ¿Asegurar los ingresos para terminar con el hambre en la Argentina?
Un país productor de alimentos para 440 millones de personas no puede tener un tercio de su población con hambre, reza una afirmación ampliamente repetida. Lo cierto es que la acumulación de riquezas en las manos de quienes producen y comercializan los alimentos, poco tiene que ver con la situación de pobreza de un tercio de la población, si no existen instrumentos (o son insuficientes) que permitan gravar los beneficios y así realizar programas públicos de transferencia de ingresos hacia los sectores más desprotegidos.
Una de las propuestas que involucra este tipo de medidas es la de “ingreso ciudadano”, la que propone garantizar un ingreso mínimo a toda persona dentro de la jurisdicción del Estado sin condicionamientos ni contraprestaciones. Esto implica garantizar un ingreso independientemente de la participación en el mercado de trabajo, con la intención de buscar una solución a la situación de pobreza (Pérez et al., 2006). Por detrás de dicha proposición, existe además la idea de imposibilidad del mercado de trabajo de contener al conjunto de la fuerza de trabajo (es decir, la existencia de una porción sobrante, de manera permanente), e incluso la consideración del fenómeno de “trabajadores pobres”, quienes a pesar de contar con un trabajo no logran cubrir una canasta básica para ellos y su familia.
En este sentido, un ejercicio de mínima implicaría cubrir con una transferencia no condicionada a la totalidad de las personas en situación de indigencia. Según estimaciones recientes del Observatorio de la Deuda Social Argentina[footnoteRef:4], una medida de este tipo insumiría un costo fiscal equivalente al 0,3% del PBI. Esto es así porque se establecerían nuevos programas sociales a los sectores sumergidos en la indigencia para sacarlos de esa situación, con una transferencia mensual de $7.500. [4:  Diario Ámbito.com, disponible en https://www.ambito.com/para-la-uca-destinar-el-03-del-pbi-planes-sociales-se-soluciona-la-indigencia-n5060447.  ] 

Desde luego, el costo es más alto porque este monto adicional implica sostener el esquema de planes sociales vigentes (anteriormente descriptos), lo que según nuestros cálculos elevaría dicho 0,3% hasta 1,04% del producto.

Reflexiones finales
En las páginas anteriores realizamos un repaso por la situación actual del mercado de trabajo, señalando las urgencias, pero también la necesidad de repensar los límites que pueden contener ciertas medidas a la hora de mejorar las condiciones de vida de la población.
Como señalan Pérez, Féliz y Toledo (2006), ambas propuestas “sirven para repensar la cuestión social hacia el futuro. Cada una de ellas tiene ventajas y desventajas, pero apuntan hacia una propuesta más integradora, que incluya a la gran mayoría de la población dentro de los circuitos de consumo de la sociedad. No se trata de propuestas de máxima, sino de puntos de partida tendientes a solucionar la pobreza extrema. Queda pendiente la discusión de una mejor distribución de los ingresos generados por la sociedad (mejorarían sustantivamente si se opta por una distribución para financiar el ingreso ciudadano) y la creación de puestos de trabajo de mayor calidad.” (pág.315). 
No es menor el pensar que las decisiones de política mencionadas pueden y deben ser discutidas. Argumentos en torno a la viabilidad en relación con la magnitud del gasto quedan algo pobre cuando vemos las prioridades del Estado. Sólo por dar un ejemplo, si analizamos la rentabilidad de los bancos en base a “resultado por títulos de valores”, en los últimos 12 meses han registrado una ganancia de 700.598 millones de pesos, que al tipo de cambio de cada momento equivale a 16.886 millones de dólares. Dicha tamaña transferencia se dio entre agosto de 2019 y septiembre de 2018, y equivale a un 70% más que el costo fiscal de la propuesta “más cara” discutida. Es decir, no deberíamos discutir la viabilidad o no de una propuesta sin incorporar al debate las prioridades del Estado.
Por último, aunque no tengamos la precisión de cómo será la transición sabemos que, frente al deterioro de las condiciones de vida actuales, una idea de un pacto de precios y salarios como se viene impulsando, congelaría la distribución del ingreso y el salario real en los términos a los que se llegue, y para el las trabajadoras y trabajadores sería cristalizar un retroceso importante. Estas páginas pretenden avanzar en un debate para salir del fondo, sugerir la necesidad de cambios en las lógicas de entender los problemas del mercado de trabajo, y dan por hecho que en los términos actuales limitarían las posibilidades de éxito de dicha empresa. Hay mucho por mejorar y recuperar campo perdido, hay deudas para saldar con nuestra sociedad.
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